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Alrededor de 1950, se abandonaron tramos no interco-
nectados férreos y se comenzó a privilegiar el desarrollo 
vial en el país. Desde esa época, el sector transporte ha 
dirigido la mayoría de la inversión de recursos públicos 
al modo carretero, por ejemplo, de los recursos públicos 
nacionales invertidos en el sector transporte entre 2010 
y 2018, el 85% se destinaron al modo carretero y tan 
solo el 1,3% al modo férreo, lo demás se invirtió en el 
modo aéreo y en los sistemas urbanos de transporte de 
pasajeros, que no incluían en ese momento, el modo fé-
rreo. 
En lo institucional, el modo férreo no ha tenido mayor éxito, Ferrocarriles Nacionales de Colombia 

se creó en 1954, y se liquidó en 1988. En 1992, se creó Ferro-
vías, la cual se liquidó en 2003, y a partir de ese momento, la 
propiedad de los activos del modo férreo pasó a manos del 
INVIAS, que en caso de proyectos de concesión, son administra-
dos por la ANI. 
Entre 2010 y 2018, se hizo un esfuerzo con la estructuración y 
adjudicación de los grandes proyectos viales, a través del Pro-
grama de la 4G, y se suscribieron 30 contratos, 20 de iniciativa 
pública y 10 de iniciativa privada, por $88 Billones ($ 2016) 
en la ANI. 

En 2020, se expidió el Plan Maestro Ferroviario -PMF-, que contiene una hoja de ruta para desa-
rrollar el transporte férreo, tanta para carga como pasajeros, en el que se destacan los siguientes 
corredores de orden nacional: 
 Red Férrea del Atlántico: con el potencial de comunicar el centro del país con la Costa Atlán-

tica. El tramo Chiriguaná-Santa Marta, se encuentra en operación a cargo de la concesión 
FENOCO, y movilizó 50,4 millones de toneladas de carbón en 2019 (FENOCO, 2020). 

 Red Férrea Central: El tramo La Dorada-Chiriguaná movilizó 47.860 toneladas de carga en 
2019 y el tramo Bogotá-Belencito, 44.736 toneladas (ANI, 2020). Este proyecto se encuen-
tra estructurado y en la etapa final de aprobaciones por parte del gobierno nacional, para 
ser licitado y adjudicado. 

 Red Férrea del Pacífico: tiene el potencial de canalizar gran parte de la carga movilizada 
por el puerto de Buenaventura hacia el interior del país, y su conexión con la red férrea del 
Atlántico. Este proyecto se encuentra en proceso de estructuración por parte de la ANI. 

En el documento “Transporte en Cifras 2021” elaborado por el Ministerio de Transporte se pre-
sentan estadísticas de la infraestructura férrea, e indica que “La red ferroviaria de Colombia tie-
ne una longitud total de 3.528km de los cuales el 37% (1.266Km) se encuentran en operación y 
el 63% (2.262 km) están inactivos”, continúa explicando que “de la totalidad de la red férrea, el 
46 % (1.610 km) se encuentra a cargo de la ANI, el 49 % (1.734 km) es administrada por el IN-
VIAS y un 5 % corresponden a líneas de uso privado”. Es de aclarar que toda esta red pública 
nacional es en trocha angosta (separación entre rieles de 914 mm, entre las caras internas de los 
rieles). 

"La reactivación del modo férreo en Colombia” 

Editorial  

 

Dr. Jean Philippe Pening Gaviria 

Profesor del Departamento de Derecho del Transporte e Infraestructura de Transporte. 
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La red férrea privada “tiene un total de 184 Km y está conformada por las rutas Belencito - Paz 
de Río con una longitud de 34 Km y la ruta Cerrejón - Puerto Bolívar que fue construida en tro-
cha estándar (separación entre rieles de 1435 mm) para movilización de carbón de las minas del 
Cerrejón a Puerto Bolívar y su longitud es de 150 Km”, es decir, según este informe, solamente el 
4,25% del total de la red ferroviaria de Colombia se encuentran en operación en trocha están-
dar, y son los de Cerrejón. 
 
Sin embargo, a estas estadísticas hay que incluirles otros proyectos existentes en trocha estándar 
en el país, algunos en operación y otros en procesos de construcción y estructuración: 
1. En Operación: Metro de Medellín (25,8km) y Tranvía de Ayacucho en Medellín (4,3km), co-

financiados por la Nación. 
2. En construcción: Primera Línea del Metro de Bogotá (24km de red nueva) y Regiotram de 

Occidente (39,6km entre Bogotá y Facatativá que utiliza el corredor férreo de la Nación), 
ambos proyectos cuentan también con cofinanciación de la Nación. 

3. En preconstrucción: Tranvía de la 80 Medellín (7km de red nueva) adjudicado en 2022, co-
financiado por la Nación, en etapa de compra de predios. 

4. En estructuración: proyectos que necesitarán cofinanciación de la Nación para su construc-
ción: 

 Segunda Línea del Metro (15,8km) 
 Tren de cercanías de Cali (37,7km) 
 Regiotram del Norte de Bogotá (48km), estos dos proyectos utilizan corredores 

férreos de propiedad de la Nación 
 Promotora Ferrocarril de Antioquia (1.104km, los cuales 423km son transporte de 

carga, y 681km para transporte de pasajeros) 
 

5. Estructurado en Prefactibilidad: “Tren Regional del Cari-
be”, para transporte de carga y pasajeros, que unirá 
Cartagena, Barranquilla y Santa Marta, los tres principa-
les puertos del Caribe colombiano (363km), conecta con 
Sistema Ferroviario Central. 

 
Adicionalmente, se encuentra en proceso de contratación, la 
estructuración en Prefactibilidad del proyecto “Tren del Cata-
tumbo” (341km), por parte del Departamento Nacional de 
Planeación. Su recorrido será: Cúcuta - Puerto Santander - Ti-
bú - El Tarra - Convención - La Mata - La Gloria. En La Mata 
se unirá con la red férrea Central (La Dorada - Chiriguaná), 
que conecta hacia el sur con el interior del país (y conectará 
con los ferrocarriles de Antioquia y la red férrea del Pacífico), 
y hacia al norte en el Mar Caribe, con Ciénaga y Santa Mar-
ta; y en La Gloria, llegará al Río Magdalena, que conecta con 
los puertos de Barranquilla y Cartagena. 

Dr. Jean Philippe Pening Gaviria 

Profesor del Departamento de Derecho del Transporte e Infraestructura de Transporte. 
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Con el fin de avanzar en la reactivación del modo férreo, en el Plan Nacional de Desarrollo, Ley 
2294 de 2023, se incluyeron varios artículos con respecto al desarrollo y financiación del trans-
porte férreo para carga y pasajeros. A continuación, se describen los temas incluidos: 
 
 Artículo 32: en la elaboración y adopción de los Planes de Ordenamiento Territorial, los 

municipios y distritos deberán tener en cuenta las determinantes que constituyen normas de 
superior jerarquía, entre las cuales se encuentra la red férrea.  

 Artículo 172: dentro de los componentes de las inversiones cofinanciables para el transpor-
te de pasajeros, se autorizan los vehículos auxiliares destinados a la operación y manteni-
miento de sistemas férreos. 

 Artículo 173: se autoriza a la Nación, cofinanciar un monto superior al 70%, en proyectos 
férreos de sistemas de transporte público masivo de pasajeros, que cuenten con convenio 
de cofinanciación. 

 Artículo 177: se le otorgan funciones a la Agencia Nacional de Seguridad Vial -ANSV- pa-
ra el modo de transporte férreo, y se autoriza destinar para tal fin, un porcentaje de las 
contraprestaciones que reciba el Estado por el uso de la infraestructura férrea. 

 Artículo 183: se autoriza la Nación, apoyar la sostenibilidad de los sistemas de transporte 
público en operación y cofinanciados previamente por el Gobierno nacional en alguno de 
sus componentes o modos, mediante la cofinanciación de hasta el cincuenta por ciento 
(50%), por una única vez del valor total de las inversiones correspondientes a infraestructu-
ra física; adquisición o modernización de sistemas inteligentes de transporte (recaudo, ges-
tión y control de flota), vehículos automotores de cero o bajas emisiones ya vinculados a la 
operación: adquisición, y repotenciación de material rodante para sistemas férreos, y 
vehículos auxiliares destinados a la operación y mantenimiento de sistemas férreos. 

 Artículo 185: se autoriza a las entidades territoriales, para nuevos proyectos férreos de 
Sistemas de Transporte Público de Pasajeros, la asunción de compromisos con cargo a vi-
gencias futuras ordinarias o excepcionales, hasta por el plazo de ejecución del proyecto de 
inversión o hasta por el plazo del compromiso del financiamiento, durante todo el periodo 
de gobierno de la entidad territorial con fundamento en estudios a nivel de factibilidad 
que serán suficientes para su declaratoria de importancia estratégica por el respectivo 
Consejo de Gobierno cuando se requiera. 

 Artículo 281: se autoriza la administración de corredores férreos por parte de la Agencia 
Nacional de Infraestructura -ANI-, con el fin de garantizar, la debida administración, ope-
ración, mantenimiento, vigilancia y las condiciones de seguridad de la infraestructura ferro-
viaria y/o la prestación del Servicio Público de Transporte Ferroviario. 

 Artículo 287: establece que de los recursos percibidos por concepto de la contraprestación 
por la utilización de la infraestructura férrea, se destinará máximo el 15% al funcionamien-
to de la ANI.  

 
Las señales positivas que se vienen dando por parte del Gobierno nacional para reactivar el 
modo férreo, y los procesos de estructuración de proyectos tanto del gobierno nacional como de 
las entidades territoriales, permiten presumir que se darán inversiones importantes para el desa-
rrollo de su infraestructura en el mediano plazo. 

Dr. Jean Philippe Pening Gaviria 

Profesor del Departamento de Derecho del Transporte e Infraestructura de Transporte. 
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PROGRAMAS DE EDUCACIÓN CONTINUA 

 

 

I n s c r i p c i o n e s  a b i e r t a s  

 

DIPLOMADO EN DERECHO DE 

TRANSPORTE TERRESTRE DE 

PASAJEROS 

El Departamento de Derecho del Transporte e 

Infraestructura de Transporte los invita a parti-

cipar en esta gran oportunidad académica para 

fortalecer su perfil profesional. 

 

El programa de diplomada incluiría estudios 

en la teoría general del transporte como servi-

cio público, contrato de transporte, responsa-

bilidad del transportador, modos de transporte, 

Dirigido a: Abogados, ingenieros, economis-

tas, administradores de empresas y profesio-

nales afines.  

 

 

Valor de la inversión: 

• Tarifa plena: $2.500.000.oo 

• Grupos más de 5 personas: $2.200.000. 

• Estudiantes de posgrado y egresados del Exter-

nado: 2.300.000.oo 

 

Para más información:  

https://dertransporte.uexternado.edu.co/diplomado-en-

derecho-de-transporte-terrestre-depasajeros/  

 

 

 

 

Medellín 

Horario: Viernes de 8:00 am a 6:00 pm  

Modalidad: Presencial.  

Período: Octubre - Diciembre de 2023. 

Ciudad: Medellín  

Duración: 90 horas. 
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Normatividad  
Ley 2301 del 10 de Julio de 2023:  Por medio de la cual se aprueba el 

«acuerdo entre la Republica de Colombia y la Republica Bolivariana de Vene-

zuela sobre el transporte internacional de carga y pasajeros por carretera», 

suscrito en Cartagena de indias, republica de Colombia, el 10 de agosto de 

2014.  

https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/LEY%202301%

20DEL%2010%20DE%20JULIO%20DE%202023.pdf 

 

 

Ley 2294 de 19 de Mayo de 2023: Por medio de la cual se expide el plan nacional de 

desarrollo 2022-2026 “ Colombia Potencia Mundial De La Vida”  

 

Se incluyeron nueve (9) artículos con respecto al desarrollo 
y financiación del transporte férreo para carga y pasaje-
ros. Entre los cuales, : se autoriza a la Nación, cofinanciar 
un monto superior al 70%, en proyectos férreos de sistemas 
de transporte público masivo de pasajeros, que cuenten 
con convenio de cofinanciación. 

https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/LEY%202294%20DEL%2019%20DE%

20MAYO%20DE%202023.pdf 
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Normatividad 
Proyectos de Ley 

Proyecto de Ley 337 de 2023: “Por medio de la cual se definen y establecen 

las condiciones para el desarrollo de infraestructura ferroviaria nacional, se regula la 
prestación del servicio público de transporte férreo y se dictan otras disposiciones. ”. 

Radicación: 06 de febrero de 2023. 

Asignado a: Comisión Sexta - Transportes y Comunicaciones.  

Texto aprobado en primer debate por la comisión sexta constitucional permanente 

de la cámara de representantes en sesión del día catorce (14) de junio de 2023. 

Proyecto de Ley 039 de 2023C: “Por la cual se expide el estatuto del 

usuario de transporte aéreo comercial de pasajeros y se dictan otras disposi-

ciones” 

La presente ley tiene como finalidad regular, proteger, promover y garantizar la 
efectividad y el libre ejercicio de los derechos de los usuarios de los servicios de 
transporte aéreo comercial como parte débil en la relación negocial, así como 
amparar el respeto a su dignidad y a sus intereses económicos, en especial, a 
través de la implementación de medidas y mecanismos que permitan el libre 

ejercicio de los derechos que les asiste.  

Radicación: 26 de Julio de 2023 

Asignado a: Comisión Sexta - Transportes y Comunicaciones.  Cámara de repre-

sentantes.  

Proyecto de Ley 015 de 2023C:“La presente Ley tiene por objeto la 

habilitación de la política pública de cielos abiertos en el transporte aéreo 
de Colombia, a excepción del tráfico de cabotaje, como un mecanismo para 

el desarrollo económico del comercio, la industria y el turismo del país. “ 

Radicación: 25 de Julio de 2023.  

Asignado a: Comisión Sexta - Transportes y Comunicaciones. 

Cámara de representantes.  

Proyecto de Ley 111 de 2023S:  Por medio de la cual se regula el tránsito 

y se promueve el uso de bicicletas con pedaleo asistido, patinetas eléctricas y 

vehículos autoequilibrados, como alternativas de movilidad urbana sostenible 

Radicación: 23 de agosto de 2023 

Asignado a: Comisión Sexta - Transportes y Comunicaciones. 

Senado de la República  
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Normatividad 
Proyectos de Ley 

Proyecto de Ley 037 de 2023: Por medio de la cual se crean lineamientos 

para la fijación de tarifas, incrementos anuales y distancias mínimas correspon-
dientes a los peajes en la infraestructura de transporte a cargo de la nación y de 
las entidades territoriales. 
Radicación: 25  de Julio de 2023 

 

Asignado a: Comisión Sexta. Cámara de representantes.  

 

Proyecto de Ley 077 de 2023: Por medio del cual se modifica la 

ley 105 de 1993 y se dictan otras disposiciones "peajes" 

Radicación: 15 de Agosto de 2023 

Asignado a: Comisión Sexta Senado. 

Proyecto de Ley 032 de 2023: Por medio de la cual se establecen 

las pautas para la implementación y operación del sistema de bicicletas 

públicas y se dictan otras disposiciones 

Radicación: 25 de julio de 2023 

Asignado a: Comisión Sexta Senado de la República  

Proyecto de Ley 096 de 2023: Por medio de la cual se permite a las 

autoridades especiales de policía expedir ordenes de comparendo y se 

dictan otras disposiciones.  

Radicación: 9 de Agosto de 2023 

Asignado a: Comisión Primera. Senado de la República  
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Normatividad 

Seguimiento pro-

yectos de Ley 2022 

No. del proyec-

to de ley 

Título Fecha de 

radicación 

Asignación  Estado del trá-

mite  

PL 024 de 2022 Se modifican la Ley 105 de 1993 y la 

Ley 1508 de 2012; y se reestructura 

la política tarifaria de los peajes en la 

Infraestructura de transporte 

21 de julio de 

2022. 

Comisión SEXTA 

Constitucional Per-

manente del Sena-

do de la Repúbli-

ca. 

Archivado no alcanzó 

aprobación en primer 

debate 

PL286- 2022  “Por la cual se dictan disposiciones 

para 18 de noviembre de 2022. Co-

misión SEXTA - Transportes y Comuni-

caciones. En la página de la Cámara 

aparece que fue enviado por la Comi-

sión Sexta el mejorar la conectividad 

terrestre de los municipios de catego-

rías 4ª, 5ª y 6ª, a través del servicio 

público de transporte terrestre auto-

motor de pasajeros y carga en vehícu-

los clase motocarros y se dictan otras 

18 de noviem-

bre de 2022.  

Comisión SEXTA - 

Transportes y Co-

municaciones.  

El texto de este proyec-

to fue aprobado en 

primer debate por la 

Comisión Sexta Consti-

tucional Permanente de 

la Cámara de Repre-

sentantes en sesión del 

16 de mayo de 2023 

PL 018 de 2022 Por medio de la cual se establecen 

pautas para la implementación del 

sistema de bicicletas público y se dic-

tan otras disposiciones 

21 de julio de 

2022 

Comisión SEXTA 

Constitucional Per-

manente del Sena-

do de la Repúbli-

ca. 

Archivado no alcanzó 

aprobación en primer 

debate 

PL 197 de 2022 Por medio de la cual se crea la Agen-

cia de Vías Comunitarias para la paz 

(vías terciarias), se determina su estruc-

tura y Consejo Directivo, se modifica la 

estructura y funciones del sector trans-

porte y se dictan otras disposiciones 

27 de septiem-

bre de 2022 

Comisión SEXTA 

Constitucional Per-

manente del Sena-

do de la Repúbli-

ca. 

Archivado no se rindió 

ponencia primer debate 

en senado  

Proyecto de Ley 

249 de 2022:  

“Por medio del cual se fortalecen las 
estaciones de peajes en su operación, 

tarifas y se imparten otras directrices”  

23 de noviem-

bre de 2022.  

Comisión SEXTA.  A través de derecho de 

petición elevado el 3 

de agosto, notifican 

estado de Archivado  
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Normatividad 

Seguimiento pro-

yectos de Ley 2022 

No. del pro-

yecto de 

ley 

Título Fecha de 

radicación 

Asignación  Estado del 

trámite  

PL 169 de 

2022 

Por medio del cual se establece una 

tarifa diferencial para los sistemas de 

transporte masivo y se dictan otras 

disposiciones 

06 de septiembre 

de 2022 

Comisión SEXTA 

Constitucional 

Permanente del 

Senado de la 

República 

Archivado por 

retiro del autor 

el 14 de marzo 

del 2023 

PL 026 de 

2022 

Por medio del cual se reglamente la 

presentación de la licencia de conduc-

ción virtual y se crean otras disposicio-

nes 

21 de julio de 

2022 

Comisión SEXTA 

Constitucional 

Permanente del 

Senado de la 

República 

Archivado no 

aprobó el pri-

mer debate 

PL 143 de 

2022 

Por la cual se expide el estatuto del 

usuario de transporte aéreo comercial 

de pasajeros 

 Comisión SEXTA - 

Transportes y Co-

municaciones de 

la Cámara 

Archivado 

PL 125 de 

2022 

Por medio de la cual se regula la so-

breventa de tiquetes aéreos, se forta-

lece la protección de los usuarios del 

servicio de transporte aéreo público y 

se dictan otras disposiciones  

10 de agosto de 

2022 

Comisión SEXTA—

Transportes y Co-

municaciones de 

la Cámara  

Archivado 

 

PL278- 2022  Por medio del cual se modifica la ley 

105 de 1993 y se dictan otras disposi-

ciones, o ley del transporte público 

masivo y colectivo y sostenible y no 

contaminante”  

09 de noviembre 

de 2022.  

Comisión Sexta - 

Transportes y Co-

municaciones.  

Se celebró el 

segundo deba-

te el 29 de 

junio de 2023  
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Resoluciones 

Resolución 47532 de 2023 / Superin-

tendencia de Industria y Comercio  

Con el objetivo de culminar la investigación a Avianca, en 

ocasión de la suspensión de operaciones de la aerolínea Viva 

Air, se acordaron ciertos acuerdos para proteger a los usua-

rios que cuenten con tiquetes válidos y confirmados con Viva 

Air hasta el 30 de septiembre de 2024. Principalmente, se 

acordó:  

• Reubicación gratuita de vuelo, sujeta a disponibilidad, 

por orden de llegada al aeropuerto; 

• Descuento especial en el precio de protección de vuelo 

para reprogramar su viaje;  

• Descuento de hasta el 40% para usuarios en tiquetes 

para usuarios que no pudieron viajar entre el 2 de junio 

y 24 de agosto de 2023. 

De esta forma, los usuarios afectados podrán beneficiarse de 

estos descuentos para reprogramar vuelos dentro de las fe-

chas establecidas, los cuales estarán a cargo de la aerolínea 

Avianca.  

Resolución No. 5178 de 24 de julio 

de 2023 / Superintendencia de Trans-

porte 

Por la cual se establecen garantías de protección 

al consumidor luego de la suspensión de opera-

ciones de la aerolínea Viva Air a cargo de Avian-

ca.   

Por la cual se adicional al Título VI a la Circular Única de 

Infraestructura y Transporte, estructurando un procedi-

miento institucional para la verificación y seguimiento de 

los planes estratégicos de seguridad vial para un monito-

reo permanente y adecuado de los avances y mejor de la 

seguridad vial.  

La Resolución 5178 de 2023 tiene el propósito de consoli-

dar las etapas para verificar, analizar y rastrear los planes 

estratégicos de seguridad vial, esto para: prestadores del 

servicio público de transporte, operadores de infraestructu-

ra de transporte, servicios conexos de transporte y organis-

mos de tránsito departamentales y de apoyo al tránsito.  

De forma que, en aras de mejorar los planes de seguridad 

vial, los sujetos obligados deberán actualizar periódica-

mente a través de una plataforma digital de la Superinten-

dencia de Transporte la información de sus planes de segu-

ridad vial en el ejercicio de sus operaciones. 
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Resoluciones 

Resolución de carácter sancionatorio 

del 24 de julio de 2023/ Superinten-

dencia de Transporte 

Por la cual se sancionó a algunos concesionarios por no habilitar el sistema de interoperabilidad 

de peajes con recaudo electrónico vehicular. 

 

La Superintendencia de Transporte sancionó a BTS CONCESIONARIO S.A.S., AUTOPISTAS DE LA SA-

BANA S.A., CONCESIÓN VIAL DE CARTAGENA S.A., CONCESIÓN MONTES DE MARÍA S.A.S., CON-

CESIONARIA VIAL DEL PACÍFICO S.A.S., Y UNIÓN VIAL RÍO PAMPLONITA S.A.S., por incumplir las 

Resoluciones del Ministerio de Transporte, que disponen que las concesiones implementen el cobro de 

sus tarifas mediante un dispositivo electrónico. 

Considerando la regulación sobre la materia y previo al cumplimiento del plazo para que operadores 

de los peajes en el país se habilitaran en el Sistema de Interoperabilidad de Peajes con Recaudo Elec-

trónico Vehicular (IP/REV), la Superintendencia de Transporte inició los procesos correspondientes a los 

concesionarios que no acataron lo dispuesto en las Resoluciones 35125 del 11 de agosto de 2021 y 

51695 del 29 de octubre de 2021 del Ministerio de Transporte.  
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Normatividad 
Circulares 

Circular 20234000000547 (18-08-2023): 

Circular 20231010000477 (08- 08-2023): 

Circular 20234000000127 (12-04-2023): 

En atención al comunicado de la Agencia Nacional 
de Infraestructura mediante el cual señala que como 
consecuencia de los movimientos telúricos se presentó 
caída de material en el K58+600 en paso urbano 
de Guayabetal y K56+600 Quebrada Blanca, se 
autoriza el paso de rutas alternas con el objeto de 
dar continuidad a la prestación del servicio de 
Transporte Terrestre Automotor de Pasajeros por 

Carretera . 

El Ministerio de Transporte se permite informar a 
todas las Entidades Financieras y demás interesados 
en realizar trámites de inscripción, modificación o 
cancelación de garantías mobiliarias a través del 
sistema RUNT que, a partir del 7 de agosto de 
2023, entrará en funcionamiento el nuevo sistema de 
recaudo de tarifas del Registro Nacional de Garan-

tía Mobiliaria – RNGM.  

Se establecen los valores de reconocimiento 

económico por desintegración física total de 

vehículos de carga y de caución para normali-

zación del registro inicial año 2023.  



 20 

Jurisprudencia 
Corte Constitucional  

La Corte Constitucional conoció de la demanda mediante la cual se 

solicitó la inconstitucionalidad del artículo 24 de la Ley 1564 de 2012.  

 

ARTÍCULO 24. EJERCICIO DE FUNCIONES JURISDICCIONALES POR 
AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. Las autoridades administrativas a 
que se refiere este artículo ejercerán funciones jurisdiccionales conforme 

a las siguientes reglas:  

(…) 

5. La Superintendencia de Sociedades tendrá facultades jurisdiccionales 

en materia societaria, referidas a:  

b) La resolución de conflictos societarios, las diferencias que ocurran 
entre los accionistas, o entre estos y la sociedad o entre estos y sus 

administradores, en desarrollo del contrato social o del acto unilateral.  

 

El accionante alega la presunta vulneración de los artículos 113 y 116 de 
la Constitución. Tras concluir que, as facultades jurisdiccionales no versaron 
sobre una materia precisa. Asimismo, el demandante planteó que la 
interpretación más extensiva de la prescripción demandada conduce a 
otorgarle a la Superintendencia de Sociedades “una facultad omnímoda, 

de carácter invasivo en las competencias del Poder Judicial”  

La Corte analizó los cargos propuestos a partir de los parámetros 
constitucionales que establecen la atribución de funciones jurisdiccionales a 
las autoridades administrativas. De esta forma, reiteró que las funciones 
jurisdiccionales únicamente pueden ser concedidas por ley, y solamente 
pueden ser otorgadas a determinadas autoridades administrativas según 
el mandato de asignación eficiente y de independencia e imparcialidad. 
Además, señaló que las funciones asignadas no pueden comprender la 
instrucción de sumarios o juzgar delitos, y deben atribuirse de forma 

excepcional y de manera precisa.  

La Corte declara INEXEQUIBLE la expresión demandada 

C-318-23  

M.P. Natalia Ángel Cabo  



HECHOS: 

1) El accionante manifiesta que, en los cinco (5) años desde la presentación de la 
demanda, existe un asentamiento irregularidad ubicado en el Municipio de Florencia 

conformado por aproximadamente 1.300 familias de escasos recursos. Durante este tiempo, 
los habitantes carecen de la debida prestación de servicios públicos como el suministro de 
energía eléctrica, falta de servicios de transporte y vías de acceso que no cumplen las 

condiciones técnicas para su funcionamiento.

Al respecto invocó la vulneración de los siguientes derechos colectivos: goce del 

espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público, a la seguridad y 
salubridad públicas, al acceso a una infraestructura de servicios que garantice la 
salubridad pública y al acceso a los servicios públicos

2) Desde la ocupación, el accionante argumenta que no existe una adecuada prestación 
del servicio públicos en la zona incluido el de la educación al no contar con un servicio de 
movilidad idóneo para las necesidades de la zona, dado que se encuentra en un área 

circundante al río Hacha que presenta turbulencias que dificulta su tránsito. 

3) Explicó que el Ejército realizó una vista técnica al asentamiento comunicando 

verbalmente la viabilidad para instalar un puente colgante peatonal una vez tuviese los 
permisos y licencias necesarios por parte de las autoridades administrativas competentes. 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL: 

ACCIÓN POPULAR - FALLO DE SEGUNDA INSTANCIA
RAD.   18001-23-33-000-2017-00097-01
CONSEJERA PONENTE: NUBIA MARGOTH PEÑA GARZÓN

CONSEJO DE ESTADO - SALA DE LO CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO - SECCIÓN PRIMERA

LA CORTE DECIDE Recurso de apelación formulado por el 
municipio de Florencia, Caquetá, en contra 

de la decisión de primera instancia que lo 
considero responsable de garantizar la 

prestación de los servicios públicos incluso en 
zonas de asentamiento irregulares. 

  HECHOS



En primera instancia, el Tribunal de Caquetá amparó los derechos colectivos invocados al 
encontrar probado: 1) la ocupación de un predio privado en el cual se ordenó su desalojo 

mediante un proceso de policivo, sin que el municipio hubiese ejecutado la decisión al 
momento de la decisión; 2) parte del terreno objeto de la ocupación presenta riesgos de 
inundaciones y movimientos afectando gravemente las viviendas de las zonas; y 3) el 

municipio no ha garantizado la todos los servicios públicos de la zona y  la reubicación de 
los habitantes del asentamiento irregular. 

PROBLEMAS JURÍDICOS.   

Cargo único: ¿El municipio de Florencia, como entidad territorial, es responsable de garantizar la 

prestación de los servicios públicos y la infraestructura necesaria para su prestación incluso en 
las zonas de asentamientos irregulares? Si la respuesta es afirmativa, ¿qué medidas debe tomar 
las autoridades administrativas y territoriales competentes?

  CONSIDERACIONES

PRIMERO:

La Sala consideró adecuada la decisión del fallo de primera instancia al manifestar que 
el municipio, junto con las demás entidades accionadas, deben garantizar la prestación 

de los servicios públicos e infraestructura necesarios, aún en asentamientos irregulares, 
en los cuales deberán analizar la mejor opción para su reubicación o legalización. 

SEGUNDO:

En el caso en concreto, considero que es necesario la eventual reubicación de los
habitantes del asentamiento irregular, por lo que ordenó conformar un grupo 

multidisciplinario de trabajadores sociales, ingenieros, entre otros profesionales para
presentar ante el comité de verificación de la sentencia un informe técnico que 
confirme si es procedente la reubicación de las familias; o la legalización de las 

viviendas mediante expropiación u otra gestión administrativa.

TERCERO: 

La Sala consideró que existe la obligatoriedad para que el municipio garantice la 
prestación del servicio de transporte público y su infraestructura; sin embargo, en el 
caso en concreto, encuentro que la entidad accionada si presta una ruta de transporte 

terrestre en el asentamiento y, en efecto, cumple la prestación de este servicio. 

RESUELVE  



De la decisión de la Sala de la Sección Primera del Consejo de Estado se colige que 
los municipios y, en general, las entidades territoriales deben garantizar aún en 
asentamientos irregulares en su territorio la prestación de servicios públicos, incluidos 
aquellos relacionados con el transporte y su infraestructura. Así mismo, debido a la 
complejidad del fenómeno de asentamientos irregulares, resulta necesario conformar 
un grupo interdisciplinario que elabore un informe técnico para definir las particulares 
de la afectación para ejecutar de reubicación; o bien, para la legalización de la zona 
o su debida expropiación u otra medida administrativa.

En compendio, la Sala decidió confirmar la sentencia de primera instancia en lo 
relacionado con el estudio para la reubicación de los habitantes del asentamiento 

irregular al considerar responsable de la vulneración a los derechos colectivos invocados 
al municipio de Florencia, Caquetá, Ministerio de Educación y Ministerio de Vivienda, 
ciudad y territorio. 

   CONCLUSIÓN



HECHOS: 

El 28 de octubre de 2015, El GRUPO PRODECO, realizó una invitación para contratar servicios 

de transporte urbano y rural de personal operativo y administrativo para sus operaciones 
mineras con un cubrimiento de 24 horas del día.

Los accionados decidieron suspender el Contrato de forma unilateral, suspensión que no 
estaban prevista en las cláusulas del Contrato, sustentando tal actuación en la emergencia 
nacional por la pandemia por Covid-19, conforme a lo dispuesto en los decretos 457 del 22 

de marzo de 2020 y el 531 del 8 de abril del 2020, las operaciones mineras, férreas y 
portuarias, estaban permitidas, pero que, sin embargo “las autoridades locales no tenían 

entendimiento de las normas de excepción”; dicha suspensión fue notificada el 24 de 
marzo de 2020, adicionalmente, LAS EMPRESAS decidieron unilateralmente fraccionar el 
Contrato A-BAA15- 0021, todo, sin tener en cuenta las obligaciones financieras que tenía a 

cargo TRANSPORTES SENSACIÓN S.A.S. y el impacto que le generaba la suspensión del 
contrato. 

Los demandantes alegan que la decisión de suspender la ejecución del contrato 
obedecieron a intereses económicos diferentes pues la multinacional GLENCORE  que es la 
matriz de los hoy demandados habían adquirido el 100% de la operación de carbón de la 

mina del CERREJON en la Guajira.

LAUDO ARBITRAL 
 TRANSPORTES SENSACIÓN S.A.S. 

VS 
C.I PRODECO S.A., CARBONES DE LA JAGUA S.A., CONSORCIO
MINERO UNIDO S.A. Y SOCIEDAD PORTUARIA PUERTO NUEVO 
VEINTICUATRO (24) DE ENERO DE DOS MIL VEINTITRÉS (2023). 

 

ABITROS 

Pr. WILLIAM NAMÉN VARGAS 

JUAN MANUEL GARRIDO DÍAZ 

JORGE TORRADO ANGARITA 

Secretaria 

VERÓNICA ROMERO CHACÍN 

JURAMENTO ESTIMATORIO 

El valor de los perjuicios ocasionados se 

estimó en veintisiete mil seiscientos cincuenta 
y cuatro millones trescientos veintiocho mil 

ciento noventa y tres pesos ($27.654.328.193), 
valor a marzo de 2022. 

  HECHOS

PROBLEMAS JURÍDICOS.   



El Tribunal analizó: (i) Si efectivamente la suspensión unilateral del Contrato por parte de LAS 
EMPRESAS se encontraba contemplada en el Contrato y cuáles eran sus efectos; (ii) Si la 

suspensión unilateral comunicada el 24 de marzo de 2020 no obedece a ninguna estipulación 
contractual y es ilegal, al no ajustarse a los supuestos pactados ; (iii) Si los hechos aducidos por 
LASEMPRESAS para suspender unilateralmente el Contrato constituyen eventos de fuerza mayor 

eximentes de responsabilidad.

  CONSIDERACIONES

El Contrato celebrado y su régimen jurídico:

Teniendo en cuenta el objeto de la relación comercial antes mencionada, estamos en 

presencia de un típico contrato de suministro de servicios previsto en el artículo 968 y s.s. 
del Código de Comercio.

Resulta pertinente destacar que los elementos esenciales del contrato son, de una parte, 

la prestación de un servicio de manera periódica y continuada y, de otra, la 
contraprestación de dicho servicio. 

Conforme a su definición legis, son elementos esenciales, necesarios e imprescindibles 

parala existencia, constitución o surgimiento del suministro, la autonomía e 
independencia de las partes, la pluralidad de prestaciones sobre cosas o servicios, la 

periodicidad o continuidad prestacional y la contraprestación del suministrado o 
consumidor a favor del proveedor.

Consagración contractual de la suspensión unilateral del Contrato por parte de 
LASEMPRESAS:

La Convocada sostiene que no es cierto quela suspensión del Contrato no estuviera 

prevista en el mismo, pues el Artículo XII del Anexo B “Condiciones Generales”, prevé 
que, en caso de cese de actividades de las operaciones de LAS EMPRESAS por cualquier 
causa, el Contrato podría ser suspendido sin que se generara ningún tipo de 

responsabilidad a cargo de LAS EMPRESAS

No obstante, tal afirmación el tribunal encuentra que la literalidad de la clausula no se 

debe interpretar de tal manera, sino que LAS EMPRESAS, en principio, estarían facultadas 
para suspender unilateralmente la ejecución del Contrato, en el evento en que se 
presente una huelga, paro o cualquier tipo de cese de actividades en las operaciones 

de LAS EMPRESAS, por cualquier causa. Observa el Tribunal, que la fuerza mayor o caso 
fortuito tiene una regulación contractual independiente en el Artículo X del Anexo B“ 

Condiciones Generales”

El artículo que sirve de justificación a LAS EMPRESAS para suspender el Contrato, prevé 
que, durante el tiempo de suspensión del Contrato, no se causarán acreencias de 



ninguna naturaleza a favor de Transporte Sensación S.A.S., ni se generará ningún tipo de 
responsabilidad, indemnización, compensación, retribución, prestación ni pago alguno 

por parte de LAS EMPRESAS, es decir que, en virtud de dicha cláusula, se traslada todo el 
riesgo económico de la suspensión del Contrato declarada por LAS EMPRESAS al 

oferente, es decir a Transporte Sensación S.A.S., y aquellas quedan eximidas de todo 
tipo de responsabilidad por los efectos adversos que dicha suspensión le pueda generar 
a esta última. 

En línea de principio, el Tribunal no encuentra reparo alguno a que las partes, en 
desarrollo de su autonomía privada, pacten cláusulas de suspensión del Contrato frente 

aciertos eventos, siempre que no contraríe normas de orden público, como lo sería por 
ejemplo una condonación o renuncia del dolo futuro.

 La fuerza mayor como eximente de responsabilidad.

El Contrato celebrado entre LAS EMPRESAS y TRANSPORTES SENSACIÓN S.A.S., se 
encontraba vigente desde el 29 de marzo de 2017, es decir con anterioridad a que el 
COVID19 fuere declarado como una "pandemia" por la Organización Mundial de la 

Salud y a que se hubiese expedido la Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 “Por el 
cual se declara la emergencia sanitaria por causa del coronavirus COVID-19 y se 

adoptan medidas para hacer frente al virus” y el Decreto 457 del 22 de marzo de 2020, 
mediante el cual se ordena el “aislamiento preventivo obligatorio de todas las personas 
habitantes de la República de Colombia.

Sin lugar a duda, la medida de confinamiento obligatorio adoptada por el Gobierno 
Nacional en el marco de la pandemia fue un hecho imprevisible, en el sentido de que 

es una medida poco frecuente, cuya adopción es poco probable en circunstancias 
normales, excepcional y sorpresiva. No obstante lo anterior, es importante advertir que a 
pesar del aislamiento preventivo obligatorio decretado por el Gobierno Nacional 

mediante el Decreto 457 del 22 de marzo de2020, cuya vigencia fue ampliada hasta el 
1º de septiembre de 2020, ciertas actividades, incluidas las relacionadas con el sector 

de minas y energía, fueron exceptuadas de dicha medida, permitiendo así el derecho 
de circulación de las personas asociadas a dichos sectores económicos.

Luego, de los antecedentes señalados hasta el momento en relación con el aislamiento 

preventivo obligatorio, se puede concluir que dicha circunstancia por sí sola no 
constituye un evento de fuerza mayor en el caso concreto, dado que LAS EMPRESAS 

podían continuar con sus actividades al encontrase expresamente exceptuadas de 
dicha medida, excepción establecida por el Gobierno Nacional que las autoridades 
locales estaban obligadas a respetar, como en efecto sucedió.

Conforme a los decretos y circulares emitidos por el Gobierno Nacional y diferentes 
entidades del Estado, LAS EMPRESAS estaban obligadas a cumplir con las normas y 
medidas impartidas a nivel nacional y territorial para prevenir la propagación del 

COVID-19 y, en ese orden de ideas, debían tomar todas las precauciones sanitarias y de 
higiene en el desarrollo de sus actividades, conforme a los protocolos debió seguridad 



impartidos a través de diferentes decretos y circulares por diferentes autoridades 
nacionales y territoriales. 

Si bien la adopción de dichas medidas por parte de LAS EMPRESAS ha podido 
desacelerar su operación e incluso ha podido llevar a una suspensión temporal de sus 

actividades mientras se ajustaban los protocolos de salud y, en consecuencia, una 
suspensión temporal de los contratos celebrados con sus proveedores, incluido el 
Contrato de Transporte celebrado con TRANSPORTES SENSACIÓN S.A.S, es necesario 

analizar, conforme al material probatorio que obra en el expediente, si la adopción de 
dichos protocolos de bioseguridad por parte de LAS EMPRESAS, fue una de las causas 

por las cuales éstas suspendieron el Contrato desde el 24 de marzo de 2020, hasta el día 
27 de agosto de 2020, fecha en la cual LAS EMPRESAS notifican a TRANSPORTES 
SENSACIÓN S.A.S., su decisión determinar unilateralmente el Contrato.

La Convocada durante el proceso no alegó como causa de la suspensión del Contrato 
la necesidad de ajustar sus protocolos de salud a las medidas de bioseguridad 
impartidas por las autoridades nacionales y territoriales, ni tampoco aportó al proceso 

prueba alguna que indique que LAS EMPRESAS hubiesen realizado gestión alguna al 
respecto, luego, es de suponer que dicha circunstancia no fue la causa para la 

suspensión del Contrato.

Sin embargo, la razón inicial de la suspensión del Contrato invocada por LAS EMPRESAS 
fue básicamente la oposición de las comunidades vecinas y las organizaciones 

sindicales al reinicio de las actividades mineras en el sector, ya que lo que estás 
pretendían era que las empresas mineras adoptaran todas las medidas necesarias para 

garantizar la seguridad de sus trabajadores y de los habitantes de la zona, pues a través 
de varios comunicados reconocían expresamente la importancia de la actividad 
minera en el país y en la región. Dentro del material probatorio que obra dentro del 

expediente no existe evidencia alguna de las gestiones adelantadas por LAS EMPRESAS 
para atender las solicitudes de las organizaciones sindicales y, en general, para cumplir 

con los protocolos de bioseguridad emitidos por el Gobierno Nacional y las autoridades 
locales, motivo por el cual es imposible deducir cuanto tiempo les hubiera tomado 
superar dicha situación para poder continuar con sus operaciones y, en consecuencia, 

reactivar el Contrato celebrado con TRANSPORTES SENSACIÓN S.A.S.

Las razones expuestas por Las Empresas en la citada comunicación a Transportes 

Sensación como causa para suspender el contrato, no impedían la continuidad de los 
servicios, pues la actividad minera se exceptúo del aislamiento preventivo obligatorio, a 
pesar de la oposición de las comunidades en alguna época se prestaron y las 

autoridades dispusieron medidas que podían adoptarse para que conforme a la 
excepción del aislamiento preventivo obligatorio para las actividades de la minería 
pudiera continuar la operación.

En consecuencia, la pretensión declarativa, está llamada a prosperar parcialmente en 
cuanto la suspensión unilateral comunicada el 24 de marzo de 2020, no tuvo soporte ni 



La decisión del tribunal fue acertada en medio de su análisis de los  tres elementos (i) 
La imprevisibilidad; (ii) irresistibilidad; y(iii) la exterioridad como eximente de 
responsabilidad. Pues el contratante se encontraba habilitado para operar a pesar de 
la pandemia del Covid-19. 

RESUELVE  

DECLARAR que la suspensión unilateral del Contrato de Prestación de Servicios de 
Transporte de Personal Operativo y Administrativo de Operaciones Mineras y Portuarias 

No. A-BAA15-0021 comunicada el 24 de marzo de 2020 por LAS EMPRESAS C.IPRODECO 
S.A., CARBONES DE LA JAGUA S.A., CONSORCIO MINERO UNIDOS.A. y SOCIEDAD 

PORTUARIA PUERTO NUEVO S.A., a TRANSPORTESSENSACIÓN S.A.S., carece de soporte 
contractual y, por consiguiente, no obedece a ninguna disposición contractual, en los 
precisos términos y por lo expuesto en la parte motiva. En consecuencia, prospera la 

primera pretensión declarativa. 

CONDENAR A C.I PRODECO S.A., CARBONES DE LA JAGUA S.A.,CONSORCIO MINERO 
UNIDO S.A. y SOCIEDAD PORTUARIA PUERTO NUEVOS.A., a reconocer y pagar a favor de 

TRANSPORTES SENSACIÓN S.A.S., $660.372.170 por los perjuicios causados en virtud de la 
suspensión unilateral del Contrato de Prestación de Servicios de Transporte de Personal 

Operativo y Administrativo de Operaciones Mineras y Portuarias No. A-BAA15-0021.

   CONCLUSIÓN



1. El 06 de septiembre de 2021, la ANI y el Concesionario Autopistas del Caribe S.A.S., 

suscribieron contrato de concesión. 

2. Objeto del contrato de concesión: Construcción, operación, mantenimiento, gestión 

social, predial y ambiental del Proyecto de Concesión Vial Autopistas del Caribe Corredor 
de Carga Cartagena – Barranquilla. 

3. El contratista instaló un peaje en Turbaco y ha cobrado una tarifa sin cumplir las 

exigencias del artículo 21 de la Ley 105 de 1993 y la sentencia C-200 de 2021 de la Corte 
Constitucional: No cuenta con ningún estudio previo y el cobro se efectúa sin control 

porque la máquina no entrega el recibo que acredita el pago. 

4. Se instauró acción de tutela, puesto que, la mora judicial del Tribunal Administrativo de 
Bolívar vulneró el derecho de acceso a la administración de justicia. 

CONSEJO DE ESTADO

RAD. 11001 03 24 000 2004 00229
01 (09 DE MARZO DE 2023). 

DEMANDANTES NIXON TORRES CÁRCAMO Y OTROS. 

DEMANDADOS MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OTROS

  HECHOS

PROBLEMAS JURÍDICOS.   

1.  ¿El  contrato de concesión vial 002 de 2021 debe ser declarado nulo en virtud del
cobro ilegal del peaje de Turbaco? 

2.  ¿Es procedente la acción de tutela para la solución de una controversia derivada 
de un contrato de concesión?

  CONSIDERACIONES

El escenario judicial idóneo y eficaz donde  debe surtirse la controversia es la instancia 



 La sentencia analiza diversos aspectos relacionados con el contrato de concesión 
vial, el cobro de peaje, el acceso a la justicia y la procedencia de la acción de tutela 
en este contexto, y establece medidas específicas para abordar cada uno de estos 
aspectos dentro del marco legal y constitucional aplicable.

procesal ordinaria ante el  Tribunal Administrativo de Bolívar. Sin embargo, en cuanto a 
la pretensión de  la obtención de la suspensión del cobro del peaje, el medio idóneo sí  

correspondía a la acción de tutela. 

Por ende, se confirma la decisión del  a quo que: 

Concedió  la protección del derecho del acceso a la administración de justicia de 
la  parte actora.
Negó  la protección frente a los cargos por exceso de fuerza en las protestas en el  
peaje. 
Declaró  improcedente el amparo constitucional por no acreditarse el requisito de  
subsidiariedad con respecto a los cargos relacionados con las tasas del peaje  del 
contrato de concesión discutido, los efectos de la sentencia C-200 de  2021 y la falta 
de entrega de facturas por parte del concesionario accionado.  
Aceptó  la coadyuvancia ciudadana. 
Negó las solicitudes de desvinculación propuestas por la Procuraduría General de la 
Nación, el Congreso de la República, la Policía Nacional y la Agencia Nacional de 
Infraestructura.

RESUELVE  

CONFIRMAR  la sentencia del 17 de mayo de 2023, proferida por la Subsección B de la  
Sección Tercera del Consejo de Estado, que concedió parcialmente la solicitud  de 

amparo elevada por los señores Nixon Torres Cárcamo y otros, contra el  Ministerio de 
Transporte y otros. 

NOTIFICAR  a las partes y terceros intervinientes, en la forma prevista en el artículo  30 del 

Decreto Ley 2591 de 1991. 

REMITIR dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, el 

expediente ala Corte Constitucional para su eventual revisión. 

   CONCLUSIÓN



ANTECEDENTES: 

La accionante solicitó declarar que su convocada abusó de la posición preminente que 
ostentaba en el contrato de transporte de caña de azúcar que sostuvieron, al suspenderlo 

de forma unilateral e injustificada faltando a su deber de ejecutarlo de buena fe e 
incurriendo en responsabilidad contractual. 

HECHOS: 

Excepciones propuestas por Ingenio la Cabaña: 

SC3689-2021
RAD. 19142-31-89-001-2013-00032-01

CORTE SUPREMA DE
JUSTICIA

LA CORTE DECIDE Recursos de casación interpuestos por 
ambas partes frente a la sentencia de 21 de 

marzo de 2027 proferida por la Sala Civil - 
Familia del Tribunal Superior de Distrito 

judicial.

  HECHOS

1.  Se configuró un contrato de transporte entre Ingenio La Cabaña S.A. y Serviagrícola y 
Cía. Ltda, a través del cual se obligó a transportar caña de azúcar. 

2.  Tal convenio fue cedido por la transportista a RS Asociados S.A.S. 
3.  En el año 2008 Ingenio La Cabaña propuso a RS Asociados aumentar su capacidad 

logística para elevar el volumen de caña transportada, por lo cual, se terminó de mutuo 
acuerdo el pacto anterior. 

4.  Iniciada la ejecución del actual contrato, se incrementaron las toneladas de caña de 
azúcar transportada. 

5.  En el 2010 Ingenio La Cabaña abrió una licitación con el propósito de adjudicar el 
servicio de transporte que tenía contratado con RS asociados. La licitación se adjudicó 
a Harold Garrido. Ello generó la reducción del servicio prestado por RS Asociados y sus 
ingresos. 

6.  En ese mismo año Ingenio La Cabaña le notificó a RS asociados que no seguiría 
utilizando sus servicios. 

Contrato no cumplido. 
Enriquecimiento sin causa. 



SENTENCIA DEL TRIBUNAL: 

Ingenio La Cabaña incurrió en las conductas irresponsables que le fueron endilgadas. El 
contrato ajustado no implicaba exclusividad en el servicio de transporte sino la 

disponibilidad que determinara el ingenio en cuanto a la cantidad de caña de azúcar a 
trasladar. 

DEMANDA DE CASACIÓN: 

CARGO PRIMERO: Errores de hecho en la valoración del material probatorio. 

CARGO SEGUNDO: Yerros fácticos en la estimación del acervo persuasivo. 

CARGO TERCERO: Trasgresión por vía indirecta de los preceptos establecidos en el Código 
Civil y Código de comercio producto de los errores de hecho señalados en el reclamo 
inmediatamente anterior que generaron la desestimación de las pretensiones de 

reconvención. 

CARGO ÚNICO DE LA DEMANDA DE CASACIÓN DE RS ASOCIADOS S.A.S: El tribunal incurrió en 

equivocaciones fácticas en la valoración de los elementos de convicción que utilizó para 
tasar los perjuicios reconocidos a la demandante inicial. 

Ausencia de exclusividades a favor de la demandante, 
Entregas mínimas de caña.
Compensación. 
Ausencia de obligación indemnizatoria.

PROBLEMAS JURÍDICOS.   

Cargo 1: ¿El tribunal tergiversó el interrogatorio absuelto por la representante legal del Ingenio la 
Cabaña relativa al sentido de las cláusulas convenidas? 

Cargo 2: ¿El tribunal incurrió en yerros fácticos en la estimación del acervo persuasivo? 

Cargo 3: ¿Se vulneraron los preceptos establecidos en el Código Civil y Código de Comercio 

enumerados en la sentencia? 

Cargo único: ¿el tribunal incurrió en equivocaciones fácticas en la valoración de los elementos 
de convicción que utilizó para tasar los perjuicios reconocidos a la demandante inicial? 

  CONSIDERACIONES

CARGO 1: 

El tribunal no tergiversó el interrogatorio absuelto por la representante legal del Ingenio 
La Cabaña, porque de él resaltó la explicación relativa al sentido de las cláusulas 



 De lo analizado emerge la frustración de las impugnaciones extraordinarias expuestas 
por las dos partes, por lo que ambas ostentan la condición de vencidas en este 
trámite casacional lo que impide la imposición de costas, según lo previsto en el 
numeral 1 del artículo 365 del Código General del Proceso. 

convenidas y el propósito buscado por los contratantes. 

Sin embargo, de esa versión se extrae que la suspensión del contrato suscrito con RS 

Asociados no se debió a la falta de caña para transportar, sino al transporte con 
terceros porque el costo era más beneficioso para el Ingenio La Cabaña. 

CARGO 2: 

El tribunal incurrió en error de hecho al valorar las pólizas y el interrogatorio que absolvió 
el Ingenio, a través de su representante legal, porque extractó que fueron contratados 

los seguros no obstante que la defensa de la reconviniente también se edificó en la 
omisión de RS de prorrogarlos, no sólo en la expedición de las pólizas iniciales, que fue lo 

aceptado en la audiencia mencionada. 

CARGO 3: 

El error de valoración probatoria es inexistente, en tanto, no concluyó que las 

renovaciones de las pólizas hubiesen sido satisfechas, de donde los referidos medios de 
prueba tampoco sirvieron de soporte para consideración. 

CARGO ÚNICO: 

El yerro fáctico sí ocurrió al acoger las división tripartita que el perito realizó sin 
justificación válida. Sin embargo, no ocurrió cuando el fallador colegiado dispuso la 

división proporcional de la utilidad neta establecida en el peritaje. 

RESUELVE  

NO CASAR la sentencia proferida el 21 de marzo de 2017 y corregida el 28 de abril del 

mismo año por la Sala Civil - Familia del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Popayán 
en el proceso ordinario que RS Asociados S.A.S. promovió contra Ingenio La Cabaña S.A.

   CONCLUSIÓN



1.            Norma demandada: Ley 1882 de 2018 “por la cual se adicionan, modifican y dictan 
disposiciones orientadas a fortalecer la Contratación Pública en Colombia, la ley de 

infraestructura y se dictan otras disposiciones” (artículos 20 y 32). 

2.           Demanda: La norma que establece que se deben reconocer en la liquidación el valor 

de los costos, inversiones y gastos en que incurrió el contratista en un contrato viciado de 
nulidad resulta contrario a los artículos 1, 4, 34 y 58 de la Carta Política porque: 

1.  Reconocer derechos de contenido patrimonial de un contrato que

contraviene el interés público vulnera la prevalencia del interés 
general y el respeto al ordenamiento jurídico consagrado en la 

Constitución. 

2.           En consecuencia, se trasgrede el principio de legalidad, los fines 
del Estado Social de Derecho y la licitud que caracteriza el derecho 

a la propiedad privada, al existir la posibilidad de que a los 
contratistas se les puedan hacer reconocimientos adicionales 

respecto a lo que han ejecutado, puesto que, ello sería premiar una 
conducta contraria a la ley con posteriores pagos y cancelaciones. 

3.            Se perjudica el tesoro público, la moral social, los límites de la 

propiedad y el derecho de dominio consagrados en los artículos 34 y 
58 de la Constitución Política, al no hacer expresa exclusión de 
actuaciones de ilicitud originadas mediante enriquecimiento ilícito. 

C-207-2019
16 DE MAYO DE 2019

CORTE CONSTITUCIONAL

NORMA DEMANDADA Ley 1882 de 2018

  HECHOS

PROBLEMA JURÍDICO.   

¿Reconocer derechos de contenido patrimonial de un contrato que contraviene el interés 
público es contrario a la constitución? 



  CONSIDERACIONES

Examen de constitucionalidad del segundo inciso del parágrafo 1° del artículo 20 de la 
Ley 1882 de 2018: 

Tomando en consideración la complejidad de la valoración de las ejecuciones en este 
tipo de contratos, así como la importancia de la protección del ahorro público 

comprometido en el financiamiento de estos proyectos, la fórmula por la cual se 
calculan las restituciones a partir de los costos, gastos e inversiones ejecutados total o 
parcialmente para satisfacer el interés público, relacionados con el objeto del contrato y 

que correspondan como máximo aprecios de mercado, resulta razonable y adecuada 
desde la perspectiva constitucional. Por ello es que no presentan ningún problema de 
constitucionalidad. 

Examen de constitucionalidad del numeral 4 del parágrafo 1º de la Ley 1508 de 2012. El
reconocimiento de restituciones por el pago de las sanciones y cláusulas penales 
pactadas o no con el sector financiero:

La Corte declara inexequible la expresión “salvo que se trate de aquellos asociados a los 
contratos de crédito, leasing financiero o la terminación delos contratos de derivados de 

cobertura financiera del proyecto porque el pago de intereses moratorios o cláusulas 
penas a cargo del Estado resulta injustificado y desproporcionado frente a la protección 

del interés público, por lo que desborda las finalidades que esta Corte persigue en esta 
decisión frente a la protección del ahorro captado del público y especialmente el 
ahorro pensional. 

Examen de constitucionalidad del inciso tercero y en particular del literal (ii) del 
parágrafo 1º de la Ley 1882 de 2018. El término limitado para el pago de las restituciones 
y la prevalencia del interés público:

dichos pagos solo serían procedentes frente a quienes hayan actuado con buena fe, la 
disposición, entendida como norma especial aplicable exclusivamente a este tipo de 

contratos y dirigida a proteger el patrimonio público y al mismo tiempo el patrimonio de 
quienes han actuado de buena fe, la orden dada en la norma resulta acorde con la 

Carta Política, puesto que, contrario a lo que sostiene el demandante, la disposición 
permite proteger el patrimonio público y responde equitativamente ante quienes hayan 
actuado lícitamente y con buena fe. Por lo tanto, la Corte Constitucional considera que, 

frente a los cargos examinados, el tercer inciso y los literales (i) e (ii) del parágrafo 1° del 
artículo 20 dela Ley 1882 resultan acordes con la Carta Política.

Examen de constitucionalidad del último inciso del parágrafo 1º de la Ley 1508 de2012. 
La retroactividad de la disposición para los contratos de contratos de concesión de 
infraestructura de transporte



 El examen constitucional de diversas cláusulas relacionadas con la restitución en 
contratos públicos muestra la preocupación de la Corte por equilibrar el interés 
público y la buena fe contractual. La Corte ha establecido condiciones claras para 
reconocer restituciones, considerando la moral pública y la equidad. Se busca evitar 
beneficios a actos ilícitos, protegiendo el patrimonio público y privado. Este enfoque 
coherente y razonado refleja la intención de aplicar la ley de manera justa y en línea 
con los valores fundamentales de la sociedad.

Parala Corte Constitucional, la fórmula prevista en los incisos explicados padece dos 
graves problemas, un vicio de inconstitucionalidad y un problema de coherencia y 

sistematicidad con el resto de la disposición. En efecto, existe un vicio de 
inconstitucionalidad por cuanto reitera la regla por la cual quien actúa dolosamente o 

a sabiendas de la ilicitud que da lugar a la nulidad puede ser objeto de restituciones, lo 
cual atenta contra la obligación de actuar de acuerdo al principio de buena fe 
(artículo 83 superior), contra la protección del interés público (artículo 1 superior) y de la 

legalidad de los actos como condición para la consolidación de la propiedad (artículos  
4, 58 y 64), tal como fue ampliamente explicado en el análisis del primer inciso del 

parágrafo 1° de la misma norma.

RESUELVE  

PRIMERO.- Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados en la presente sentencia, 
elparágrafo 1º del artículo 20 de la Ley 1882 de 2018, salvo:

El inciso primero, que se declara EXEQUIBLE, en el entendido de que los reconocimientos 

a título de restituciones estarán dirigidos al pago del pasivo externo del proyecto con 
terceros de buena fe. Con el remanente, se podrán reconocer restituciones a favor del 

contratista, o el integrante o socio de la parte contratista, en los casos en que no esté 
probado que actuó mediante una conducta dolosa en la comisión de un delito o de 
una infracción administrativa, dando lugar a la nulidad del contrato por objeto o causa 

ilícitos, o que participó en la celebración del contrato a sabiendas de tal ilicitud.

La expresión "salvo que se trate de aquellos asociados a los contratos de crédito, leasing 
financiero o a la terminación de los contratos de derivados de cobertura financiera del 

proyecto" contenida en el numeral 4 del inciso segundo, que se declara INEXEQUIBLE.

SEGUNDO.- Declarar INEXEQUIBLES los incisos segundo, tercero y cuarto de del 
parágrafo2º del artículo 20 de la Ley 1882 de 2018.

   CONCLUSIÓN


